
 
 

 

 
 

 

Palanca #13  

Ley aprobada, ley retirada 

Esta palanca apuesta por mejorar la producción normativa en España con 

austeridad legislativa y el cumplimiento de las leyes existentes. 

La producción normativa en España es, a todas luces, excesiva y ha creado un 

marco complejo, confuso y en continuo cambio, que genera incertidumbre, 

desincentiva el emprendimiento y eleva los costes fijos de las empresas. 

Gobiernos de uno y otro color político se vanaglorian de la cantidad enorme de 

leyes y decretos que han producido, sin ninguna referencia a su grado de 

cumplimiento ni a las consecuencias que han tenido las normas. La agregación 

de normas de escasa calidad generadas por los distintos niveles territoriales no 

hace sino agravar la situación. Si la transparencia, claridad y estabilidad de las 

normas son propiedades necesarias para la seguridad jurídica, en España no se 

dan ninguna de las tres propiedades. 

Lo que genera más desesperanza es que supuestamente, a golpe de directiva 

comunitaria o por impulso aislado de un político, se han adoptado mecanismos 

para mejorar la producción e incluso para realizar un seguimiento de las 

normas, pero los mecanismos no se cumplen y algunas de las instituciones 

creadas están vacías de contenido o con sus funciones adulteradas. Un ejemplo 

más de cómo las Administraciones incumplen sus propias normas o, al menos, 

el espíritu de las mismas. 

Desde 2005 se impulsaron en la Unión Europea la adopción de mecanismos para 

mejorar la calidad de las normas con el fin de aumentar la eficiencia y la 

competitividad y elevar la seguridad jurídica. En España se fueron recogiendo 

varios aspectos, pero finalmente, mediante el Real Decreto 1083/2009 se 

estableció la obligatoriedad de que toda nueva norma llevara una Memoria de 

Análisis de Impacto Normativo (MAIN). En ella debería explicitarse la 

oportunidad y objetivo de la norma, el análisis pormenorizado de los aspectos 

normativos que quedan derogados, y su impacto económico y presupuestario. 

La versión definitiva de la Memoria debería, además, incluir las consultas 

realizadas en los trámites de audiencia y los informes o dictámenes exigidos 

durante la tramitación.  En la Ley de 2/2011 de la Economía Sostenible se insiste 

en la importancia de este análisis de impacto y se precisa los contenidos del 

mismo. 

La realidad es bien diferente. Empezando porque en España, a diferencia de lo 

que sucede en algunos países de la Unión y en la propia Comisión, las MAIN no 

son obligatoriamente públicas (lo son desde finales de 2017 cuando se aprobó 

el RD que las regula). La obligación de explicitar el objetivo de la norma se 



 
 

 

 
 

 

suele liquidar con un par de frases que se escriben después de estar finalizado 

su articulado y de haber cerrado la discusión dentro de los órganos que 

finalmente la proponen. Y la memoria económica en la mayoría de los casos se 

limita al impacto presupuestario, sin apenas referencias al impacto sobre los 

agentes económicos. 

Respecto a la relación con normas previas, es más frecuente la coletilla 

genérica en la propia disposición “quedan derogadas las normas de igual o 

inferior rango que contradigan la presente disposición”, que un análisis 

detallado en la Memoria de los aspectos normativos que quedan derogados, lo 

que no hace sino añadir inseguridad jurídica. 

Podría argumentarse que para la elaboración de buenas MAIN sería necesario 

unas capacidades analíticas en los órganos de la Administración mayores de las 

existentes. Lo cual puede ser cierto y redunda en la necesidad de mejorar la 

calidad de la Administración Pública, tan deteriorada en los últimos lustros. 

Pero todo indica que estamos muy lejos de haber alcanzado el techo que 

impondría esas limitaciones analíticas y que lo que se observa es una marcada 

falta de voluntad (política) de cumplir con el espíritu que informan estos 

procedimientos para la elaboración de normas. 

La transparencia de una buena Memoria, que supondría una evaluación ex ante 

de las normas, sería condición necesaria para el seguimiento y evaluación ex 

post de las mismas. Y este ejercicio de evaluación resultaría fundamental para 

mejorar la calidad del ordenamiento jurídico, pues no sólo dirigiría con 

conocimiento de causa eventuales modificaciones, muy alejado del carrusel de 

modificaciones sin base que observamos, sino que también generaría incentivos 

a un mayor rigor en la propia producción normativa. 

El órgano que supuestamente estaba destinado para la evaluación de las 

políticas públicas fue creado en 2006, la Agencia de Evaluación de Políticas 

Públicas (AEVAL), pero estuvo desvirtuado prácticamente desde su origen 

(cambió su denominación y nivel orgánico en el verano de 2017 pasando a 

denominarse Instituto para la Evaluación de Políticas Públicas, con nivel de 

subdirección general). Surgió sin apenas recursos y sin una cabeza clara que 

impulsara su desarrollo. Enseguida se la trató de convertir en una agencia de 

evaluación de la calidad de los servicios públicos, algo muy distinto de la 

evaluación de regulaciones, normas y políticas. Se crea el órgano y desde su 

inicio se le vacía de contenido, pero ya se puede exhibir la existencia de la 

Agencia como una (falsa) prueba de innovación legislativa. Ya se puede rellenar 

con una X la casilla correspondiente en el cuestionario de examen de la OCDE, 

pero en realidad la institución que se confiesa tener en vigor es una agencia 

zombi.  



 
 

 

 
 

 

Para mejorar la producción normativa en España, desarrollando mecanismos de 

evaluación ex ante y ex post de las normas y regulaciones, no sería necesario 

ni nuevas leyes ni nuevos reglamentos. Como en tantos otros aspectos de la 

política y de la gestión pública en España, se trataría de que se cumpliesen las 

normas existentes y de que las instituciones funcionasen y cumplieran 

eficazmente con sus funciones. 

  


